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Preocupaciones cruzadas ha
generado el anuncio de la prepa-
ración de cuatro acusaciones
constitucionales simultáneas con-
tra los ministros de la Corte Su-
prema Ángela Vivanco, Jean Pie-
rre Matus, Mario Carroza y Sergio
Muñoz, que presentarían durante
las próximas semanas diputados
tanto del oficialismo como de la
oposición.

Se trata de libelos que acusan
“notable abandono de deberes”
de los jueces por distintos moti-
vos. A los tres primeros, por el
contenido de su mensajería relati-
va a nombramientos en que inter-
viene el Poder Judicial, entre otras
situaciones; al último de ellos, por
haber entregado “información
privilegiada” de una causa a su hi-
ja y jueza de garantía, Graciel Mu-
ñoz. A la inquietud por la even-
tual “parálisis” legislativa expre-
sada desde la Cámara de Diputa-
dos por cómo se tramitarían las
acciones, con una comisión revi-
sora para cada caso, ahora se su-
man voces cargadas de preocupa-
ción desde la propia Suprema.

n “Un terremoto”: la 
mirada al interior del 
máximo tribunal

Para unos, es un “sismo”; otros
ya hablan de “un terremoto”. Así
califican entre algunos ministros
del máximo tribunal los últimos
días en el Palacio de Tribunales,
marcados tanto por esta “prome-
sa” de los congresistas contra sus
pares como por la apertura del
proceso de remoción —que ellos
mismos debieron resolver en Ple-
no— y la investigación penal
—que dispuso el Ministerio Pú-
blico— contra la ministra Vivan-
co, siendo, hasta ahora, el caso de
mayor gravedad entre los jueces.

El ánimo al interior del Pleno
era resolver “en casa” la situación
de la ministra, sin intervención de
la política, pero algunos han co-
menzado a dudar si será posible.
No tienen claro si el caso de Vi-
vanco, por ejemplo, alcanzará a
resolverse “judicialmente” —al
interior de la Corte— antes que
avancen las acusaciones en el
Congreso, debido a los plazos del
procedimiento de remoción, ya
que la acusada cuenta con 20 días
para sus descargos que se cumpli-
rían a fin de mes.

Conscientes de que la situa-
ción podría empeorar. Paralelo
al shock que se ha generado en el
ambiente judicial, por la que
quizás podría ser la peor crisis
que le ha tocado vivir al Poder
Judicial, dicen algunos minis-
tros, que también advierten que
el escenario todavía puede ser
peor. La razón: esta situación
tiene y seguirá teniendo efectos
sobre su funcionamiento, el
que ya es complejo. Una vez in-
gresadas las acusaciones, cua-
tro ministros titulares arriesga-
rían su destitución, y aún se
mantienen sin definición las
dos nominaciones del Gobierno
que deben ser ratificadas por el
Senado, de las ministras de la
Corte de Santiago Jessica Gon-
zález y Mireya López.

En el caso de la primera —que
ya había estado nominada, pero
su nombre fue retirado por el
Ejecutivo— ha habido dificulta-
des para concitar los apoyos y el
proceso; además, se ha visto
“salpicado” por los cuestiona-
mientos al sistema actual de
nombramientos. Un proyecto
para su modificación se envia-
ría en octubre, dijo hace unos
días el ministro de Justicia, Luis
Cordero.

González postuló por el cupo
de Guillermo Silva, libre hace
más de un año, y López, por el de
Haroldo Brito, vacante desde fi-
nes del año pasado.

n Próximo mes 
se suman vacantes

Además de lo anterior, entre
supremos recuerdan que está
pendiente el concurso por la va-
cante dejada por el ministro Jor-
ge Dahm, mientras que el 24 de
octubre se producirá un nuevo
cupo con la jubilación del juez y
expresidente del máximo tribu-
nal, Juan Eduardo Fuentes. Por
esto, señalan que es clave que se
destraben los nombramientos
pendientes, pues ya se registran
dificultades en la operación del
tribunal. Ya hoy, dicen, se han
registrado problemas para la in-
tegración de las distintas salas
del máximo tribunal —como
ocurrió en la Sala Laboral (ver

recuadro)—, debiendo convocar
a ministros, principalmente, de
la Corte de Apelaciones de San-
tiago, que, a su vez, tiene tam-
bién una sobrecarga de trabajo.

Lo anterior, sin contar con que
se deben sortear vacaciones y
permisos pedidos con anticipa-
ción que se van haciendo efecti-
vos, como esta semana en que
estuvo fuera la vocera, Soledad
Melo, además de Matus y la mis-
ma Vivanco, entre otros.

Algunos ven que este es un
panorama “inmanejable” y que
no tendrán quorum para “hacer
nada”: que no solo pudiera ha-
ber problemas con la conforma-
ción de salas, sino con el trabajo
del Pleno; y que entre ministros

hay cierta inquietud por “los
tiempos” de las acusaciones y el
proceso de remoción, cuyos re-
sultados pudieran “cruzarse” y
acabar siendo “diversos”.

n Controversia entre 
Ejecutivo y legisladores

Tras la polémica suscitada en-
tre el Gobierno y legisladores,
luego de que el ministro Cordero
expresara su preocupación por
“que estemos ocupando las acu-
saciones constitucionales en un
contexto de contingencia electo-
ral y no en el sentido más profun-
do de la crisis”, la ministra del In-
terior, Carolina Tohá, morigeró la
declaración y sostuvo que “no te-
nemos temor, nos ocupamos de

estas cosas y cuando suceden
buscamos las mejores coordina-
ciones con el Parlamento para sa-
car adelante el trabajo que es
nuestra obligación”. Agregó que
si se opta por hacer efectivas estas
presentaciones simultáneas, “no
se puede hacer a costa de otras
responsabilidades (...). No me ca-
be duda de que los parlamenta-
rios comparten este criterio”.

n Expertos abordan 
escenario

Mauricio Duce, de la Escuela
de Gobierno de la U. Católica
cree que no habrá un impacto
inmediato en caso de presentar-
se las acusaciones, “pero obvia-
mente, a un mediano plazo, en
la medida en que el proceso
avance, y si fueran aceptadas es-
tas acusaciones, sí tendría un
impacto enorme, porque hoy ya
tenemos a 17 ministros de los 21
cupos y, por tanto, en un evento
en que las cuatro fueran aproba-
das, bajaríamos a 13 y habría se-
rias dificultades para la confor-
mación de las salas”.

Para el experto es relevante

que “los anuncios de estas acu-
saciones constitucionales no en-
turbien el proceso” de las candi-
datas González y López.

El académico de la U. Católica
de Valparaíso Eduardo Aldunate
asevera que en la Corte Suprema
hay “mecanismos para la integra-
ción de salas, por una parte, con
abogados integrantes y con la fi-
gura de las suplencias. Puede qui-
zás haber algunas dificultades ad-
ministrativas, pero si se mira des-
de la perspectiva de la velocidad
con que usualmente funciona la
Corte Suprema, una pequeña o
discreta merma en ella, producto
de las dificultades administrati-
vas que podría haber para confi-
gurar las salas con integrantes y
con suplencias, no tendría un ma-
yor impacto. Creo que aquí ha ha-
bido una especie de levantamien-
to de un fantasma que no existe”.

Aldunate agrega que “no se
puede evaluar si acusar o no
acusar constitucionalmente
porque podría eventualmente
producir algún impacto en la
actividad legislativa del Con-
greso, porque lo que estaría
uno diciendo con eso es que la
responsabilidad constitucional
queda supeditada a que el Con-
greso tenga una mayor o me-
nor agenda legislativa, lo que
es un despropósito”.

n Robo a casa de 
fiscal de Los Lagos

La tarde de ayer se conoció un
robo a la casa de la fiscal Carmen
Gloria Wittwer, quien indaga par-
te de las aristas del caso Audio que
incluye al fiscal regional de Aysén
Carlos Palma y a la ministra Vi-
vanco. Según Carabineros, hasta
ayer no había evidencia de alguna
sustracción relacionada a la labor
como fiscal de Wittwer.

Se suman a preocupaciones de “parálisis” que emergieron en el propio Congreso

Nombramientos y futuras vacantes:
Supremos advierten que acusaciones
simultáneas afectarán trabajo de la Corte

C. CARVAJAL, O. RODRÍGUEZ, Y M. VEGA

Una vez ingresadas las acciones de los legisladores, cuatro
titulares arriesgarán ser destituidos, mientras aún no se zanjan
en el Senado las designaciones de Jessica González y Mireya
López; está pendiente el concurso por el cupo del exministro
Jorge Dahm y a fines de octubre jubila el juez Juan Eduardo
Fuentes. Al interior del máximo tribunal comentan que, incluso
en el contexto actual, ha costado conformar las salas.

Entre los propios ministros de la Corte Suprema se considera la actual como una de las mayores crisis de la
institución. En la foto, parte del Pleno del máximo tribunal que actualmente lidera el presidente Ricardo Blanco.
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‘‘A un mediano
plazo, en la medida en
que el proceso avance, y si
fueran aceptadas estas
acusaciones, sí tendría un
impacto enorme (...),
habría serias
dificultades para la
conformación de las
salas”.
..................................................................

MAURICIO DUCE
ACADÉMICO DE LA ESCUELA DE GOBIERNO DE
LA U. CATÓLICA

‘‘Una pequeña o
discreta merma (...),
producto de las
dificultades
administrativas que
podría haber para
configurar las salas con
integrantes y con
suplencias, no tendría un
mayor impacto. Creo que
aquí ha habido una
especie de levantamiento
de un fantasma que no
existe”.
..................................................................

EDUARDO ALDUNATE
ACADÉMICO DE DERECHO DE LA U. CATÓLICA
DE VALPARAÍSO

DOMINGO 15 DE SEPTIEMBRE DE 2024 C 7NACIONAL

Mucho antes de que el Pleno de la Corte
Suprema decidiera la suspensión y apertura
del cuaderno de remoción contra la ministra
Ángela Vivanco y que desde el Congreso se
anunciaran eventuales acusaciones constitu-
cionales a cuatro supremos (Vivanco, Sergio
Muñoz, Mario Carroza y Jean Pierre Matus)
ya hubo dificultades en el año para la integra-
ción de las salas del máximo tribunal, en
particular en la Cuarta Sala (la Laboral).

Lo anterior ocurrió a raíz del caso “What-
sApps”, relacionado con nombramientos de
jueces y notarios. Durante ese mes había
ministros con permiso o en comisión de servi-
cio, igual como ocurrió la semana pasada,
ausencias que terminan por impactar en el
número de magistrados titulares en cada sala,
lo que debe ser cubierto por otros. En junio
pasado hubo dos días en que no fue posible

que la Sala Laboral contara con integración
suficiente de tres ministros titulares para
sesionar, sin contar que en el mismo mes hubo
un día en que ninguna sesionó debido a un
Pleno extraordinario a mitad de semana.

Una de las ministras titulares de la Sala
Laboral, Andrea Muñoz, debió ir a presidir la
Sala Penal para que pudiese alegarse el caso
Putre, en que se debatía la competencia entre
la justicia militar y civil para indagar la muer-
te del conscripto Franco Vargas. También
debió hacerlo un segundo día. Mientras que su
par, la ministra Gloria Ana Chevesich, quien
igualmente es titular de la Sala Laboral, tuvo
que trasladarse un día a la Sala Civil.

En el caso de Muñoz, todo se originó por-
que se había presentado una recusación para
que la ministra de la Sala Penal María Teresa
Letelier se inhabilitara para resolver la com-

petencia del caso Putre. Si bien la sala recha-
zó la presentación, Letelier hizo uso de un
permiso y se ausentó dos días, tras lo cual
retornó a sus labores.

Una ausencia más larga en la Sala Laboral,
en tanto, es la del presidente de la Corte
Suprema, Ricardo Blanco, otro de sus titula-
res, dado que al asumir este cargo, los minis-
tros suelen dejar el trabajo de sala, salvo
casos muy excepcionales, pues deben desem-
peñarse en otro tipo de funciones internas y
externas en representación del máximo tribu-
nal. Después del episodio de junio, la sala
volvió a sesionar, pero ahora el problema
podría trasladarse hasta la Tercera Sala (la
Constitucional), a la que pertenecen Sergio
Muñoz, Mario Carroza y Ángela Vivanco, tres
de los cuatro a los que se anunciaron even-
tuales acusaciones constitucionales.

Los problemas que hubo a mitad de año para que la 
Sala Laboral sesionara debido a la escasez de ministros titulares 

Este sábado se cumplieron 10 meses
desde que estalló el caso Audio, el cual
—a partir de la divulgación de una con-
versación entre Hermosilla, Leonarda Vi-
llalobos y Daniel Sauer de 2023 publica-
da por Ciper— ha derivado en una serie
de indagatorias que han impactado a ins-
tituciones tales como la Policía de Investi-
gaciones (PDI), a la propia fiscalía y a la
Corte Suprema.

n La grabación.
El 22 de junio de 2023, el empresa-

rio de Factop, Daniel Sauer, se reunió
con el abogado Luis Hermosilla y su
par Leonarda Villalobos para analizar
las causas contra una de las firmas
asociadas. La cita fue grabada y el re-
gistro revelaba eventuales sobornos a
funcionarios del Servicio de Impues-
tos Internos (SII) y de la Comisión pa-
ra el Mercado Financiero (CMF).

n Parte la investigación.
En noviembre, la Fiscalía Metropolita-

na Oriente inició la investigación tras co-

nocer el registro. El fiscal jefe de Las Con-
des, Felipe Sepúlveda, recibió la graba-
ción realizada por Villalobos, quien había
descartado haberla filtrado. En agosto,
Rodrigo Topelberg, exsocio de Factop,
confesó autoría en la divulgación.

n Las primeras declaraciones.
Ese mismo mes, Villalobos fue una de

las primeras citadas a declarar en la inves-
tigación. Meses después lo hizo su pareja,
Luis Angulo. También el 6 y 7 de agosto
pasado entregó su versión judicial Luis
Hermosilla.

n Cae la cabeza de la PDI.
Entre las diligencias investigativas es-

tuvo incautar el teléfono de Hermosilla.
Las pesquisas dieron con conversaciones
entre el abogado con el entonces director
general de la Policía de Investigaciones
(PDI), Sergio Muñoz. En ella, este último
aparecía compartiendo información de
indagatorias al penalista. Muñoz salió de
la PDI, y en marzo fue formalizado por
violación de secreto.

n Eventuales gestiones.
En marzo, Ciper dio a conocer que, de

acuerdo a la mensajería de Hermosilla, el
abogado realizó gestiones en favor del
nombramiento del ministro Jean Pierre
Matus, algo que el supremo ha negado
haberle solicitado.

n El “pantallazo”.
En junio, el mismo medio dio a conocer

que Gonzalo Migueles, pareja de la mi-
nistra Ángela Vivanco, habría supuesta-
mente hecho ofrecimientos al fiscal regio-
nal de Aysén, Carlos Palma, para que de-
sistiera en la carrera para ser fiscal nacio-
nal. La fiscalía habría conocido esto por
un pantallazo de una conversación de
Migueles con Palma que este último en-
vió a Hermosilla. Por ello existe una inda-
gatoria penal y administrativa al interior
del Ministerio Público.

n La formalización.
En el marco del caso Audio, fueron for-

malizados Luis Hermosilla, Leonarda Vi-
llalobos, Luis Angulo, y los funcionarios

públicos Renato Robles (de la Tesorería)
y Patricio Mejías (SII) por distintos deli-
tos, incluido el de lavado de activos.

n La ofensiva de Juan Pablo Her-
mosilla.

Luego de la formalización, la defensa y
hermano del penalista, Juan Pablo Her-
mosilla, criticó la “celebración” del Presi-
dente Boric por la cautelar a su hermano,
quien quedó en prisión preventiva, y pi-
dió acceder a todos los chats del penalista,
lo que se concretó a inicios de este mes.

n Aristas por Guerra, 
Vivanco y Matus.

A partir de la revisión de conversacio-

nes de Hermosilla, la fiscalía inició inves-
tigaciones penales relacionadas al ex fis-
cal regional Oriente Manuel Guerra, y los
ministros Jean Pierre Matus (tras una
querella de la diputada independiente
Camila Musante) y Ángela Vivanco
(derivado de antecedentes de la Comi-
sión de Ética de la Corte Suprema, en-
tre otros).

n La coordinación
Debido a la variedad de aristas en

curso, el viernes se realizó en Santiago
una reunión entre las fiscalías Orien-
te, de Arica, Antofagasta, Valparaíso y
Los Lagos con la Unidad Anticorrup-
ción para aunar criterios.

GRABACIÓN CONOCIDA EL 14 DE NOVIEMBRE PASADO IMPACTÓ AL MUNDO POLÍTICO, JUDICIAL Y EMPRESARIAL:

Caso Audio cumple 10 meses sumando aristas,
formalizados, y supremos y fiscales indagados

Una parte clave del caso Audio son los chats de Luis Hermosilla, quien declaró ante la
fiscalía: “No he borrado conversaciones, por lo que todo debe estar en él”.
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